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ACCIONADO: Central Hidroeléctrica de Caldas

ASUNTO: Confirma Decisión

SUBSIDIARIEDAD DE LA TUTELA/ Improcedencia de la acción para debatir servidumbre al existir otros medios de defensa y no acreditarse un perjuicio irremediable 
“(…) el debate suscitado tiene su génesis en un presunto consentimiento que hubo por parte de la señora Luz Mary Echeverry Botero para que los vecinos de su local comercial `Tarapacá´ se beneficiaran del fluido eléctrico que se abastecía del transformador del cual era dueña, lo que significa que las actoras cuentan con otro mecanismo judicial para hacer valer sus derechos como es la `querella civil de policía por perturbación a la servidumbre´ que actualmente cursa en la Inspección Municipal de Policía de Santa Rosa de Cabal, tal como se desprende de la constancia visible a folio 68, lo que hace improcedente la demanda de tutela, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991.”
“(…) la impugnante no llevó al juez de tutela al convencimiento de estar frente a un perjuicio inminente como para que proceda el amparo de manera transitoria, si se tiene en cuenta que el servicio de energía estaba suspendido por la falta de pago por parte del anterior dueño. En tal sentido, se insiste en la ausencia de acreditación por parte de las actoras de encontrarse frente a un daño irremediable por la ausencia del servicio que reclaman sobre un lote, que no se encuentra construido (…)”
“(…) máxime que el desmonte del transformador y de sus redes eléctricas que reclaman para restablecer el servicio de energía fue realizado por la señora Luz Mary Echeverry Botero desde el año 2009, lo cual hace improcedente el amparo solicitado por una causal adicional, como lo es la falta de inmediatez.”
Citas: Corte Constitucional, sentencias T- 609 de 2005 y T-801 de 2014.
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1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la señora María Gregoria Vásquez Correa, accionante en el presente asunto, contra el fallo de tutela proferido el 17 de junio de 2016 por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal - Risaralda.

2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. Manifestaron las accionantes que desde el año 2008, existe una instalación de un transformador, de donde se viene utilizando el servicio de energía eléctrica en el predio rural No. 1 en la Vereda “San Juan” del Municipio de Santa Rosa de Cabal-Risaralda, predio que ha gozado de la servidumbre de energía eléctrica, desde el establecimiento del comercio denominado “Tarapacá”, existiendo como usuario la Central Hidroeléctrica de Caldas (CHEC).
Para el año 2008, el señor Luis Fernando Noreña fue la persona encargada de realizar todas las instalaciones civiles y eléctricas con el lleno de los requisitos legales, constituyéndose como usuario de la CHEC, por lo que el 21 de julio de 2012 celebró un contrato de cesión del transformador con el señor Norberto Antonio Aguirre Cardona, quien el  26 de agosto de 2014 cedió el mismo a la señora María Gregoria Vásquez Correa, quien adujo que el predio ha gozado de la servidumbre de energía eléctrica, desde el establecimiento del comercio denominado “Tarapacá”, hasta el predio rural No. 1 en la Vereda “San Juan” del Municipio de Santa Rosa de Cabal.

Que mediante escritura pública No.1934 del 11 de agosto de 2014 de la Notaría de Santa Rosa de Cabal, el señor Norberto Antonio Aguirre Cardona vendió el predio antes mencionado a su hermana la señora Martha Lucía Vásquez Correa, en la que se declaró que se vendía con todas sus mejoras, entre ellas la servidumbre de energía eléctrica que va desde el establecimiento del comercio denominado “Tarapacá”, hasta el predio rural No. 1 en la Vereda “San Juan” del Municipio de Santa Rosa de Cabal.
Posteriormente, las accionantes en el mes de marzo de 2016 pagaron el servicio de energía eléctrica a la CHEC, por lo que el 4 de abril del año que avanza solicitaron la reinstalación del servicio de energía eléctrica, lo cual resultó imposible toda vez que la señora Luz Mary Echeverry Botero, había desmontado el poste con el transformador sin haber informado a las accionantes, ni a la prestadora de energía CHEC, causando con esto prejuicios a las obras civiles iniciadas en el predio propiedad de las recurrentes.

El día 15 de abril de 2016 la CHEC le solicitó a la señora Luz Mary Echeverry Botero que procediera a reinstalar las redes y el transformador, dado que estos se encuentran en su poder y le sugirió que como medida temporal autorizara a las hermanas Vásquez Correa, recibir el suministro de energía, por medio del transformador de la señora Echeverry Botero con el fin de resolver temporalmente los perjuicios causados.

Es así como el 2 de mayo de 2016 la CHEC le notificó a la señora Luz Mary Echeverry Botero la suspensión y terminación del contrato de servicio público de energía, por el incumplimiento en la reinstalación del transformador y las redes eléctricas a su estado inicial (Folios 1-5).  
2.2.  Por lo anterior, las actoras consideraron vulnerados los derechos fundamentales al debido proceso y el de petición.  En tal sentido, solicitaron: i) tutelar los derechos antes enunciados con el fin de que se restablezca el servicio de energía eléctrica en el predio en mención,  ii) ordenar a la parte accionada que cumpla con lo solicitado por la CHEC y proceda a la reinstalación del transformador y iii) se ordene a la entidad accionada el suministro del servicio de energía eléctrica. 
2.3. Se tuvieron como pruebas, las aportadas a folios 9 al 38.

3.  RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA

3.1. CENTRAL HIDROELECTRÍCA DE CALDAS –CHEC 
El apoderado judicial de la CHEC indicó que la entidad no ha negado la prestación servicio reclamado por la tutelante, pues siempre ha estado dispuesta a la conexión del mismo, solo que no puede pasar por alto la ley y las normas que sobre la prestación del servicio deben cumplir tanto la empresa como los posibles suscriptores. 
Se refirió a los hechos de la demanda y a la normatividad que rige la materia que hace alusión a la propiedad de las conexiones domiciliarias.

Expuso que la señora María Gregoria Vásquez Correa no estaba facultada para representar a su  hermana, la señora Martha Lucía Vásquez; así mismo, que no existe ninguna construcción a la cual se le pueda prestar el servicio eléctrico, que el citado documento contrato de cesión se cede la propiedad de los activos eléctricos, ya no prestan ningún servicio por estar desmontados. 
Manifestó que en este año, frente a la solicitud de reinstalación del servicio,  se encontró que el transformador fue retirado, y que la señora Luz Mary Echeverry Botero no autorizó la conexión a la red construida en el 2006. Además la señora Luz Mary comentó no haber recibido indemnización alguna por parta de la señora María Gregoria Vásquez y que gran parte de los vecinos han construido sus redes de forma particular, por cuenta y riesgo propio. Dado lo anterior se concluye que para instalar el transformador para el servicio único del lote de la señora Martha  Lucía Vásquez Correa, le deberán ser trasladados los costos a éste.
Afirmó que la reinstalación no ha podido ser realizada puesto que en el predio no hay edificación alguna construida ni el lote está siendo utilizado, también, porque la señora Luz Mary Echeverry Botero no dio la autorización para alimentar el servicio desde el transformador de su propiedad.  En síntesis, en el caso de la señora Martha Lucía Vásquez Correa no hay poder ni agencia oficiosa, ya que quien funge como accionante no es la propietaria de lote donde solicita el servicio, el cual no está en uso.
Señaló que la disputa es una cuestión entre particulares por unos activos eléctricos, sobare la cual cursa una denuncia ante la Fiscalía.

Indicó que la pretensión de la tutelante es conseguir la conexión de un servicio público sin cumplir con todos los requerimientos legales.  (Folios 43–46)
3.2. SEÑORA LUZ MARY ECHEVERRY BOTERO

Se refirió a los hechos de la demanda para indicar que el transformador del que se habla está conectado a una red privada de su propiedad, la cual fue construida por ella desde el año 2006 para la prestación del servicio de energía eléctrica en su establecimiento de comercio denominado “La Casona de Tarapaka”.

Negó que el predio vecino nombrado por la accionante haya gozado de servidumbre de energía eléctrica, ya que las cuerdas fueron desmontadas desde el año 2009 por el incumplimiento del propietario del lote de ese entonces.   

Aclaró que “el punto CHEC” más cercano está aproximadamente a 300 metros de su establecimiento y por tal razón, los usuarios del servicio de energía del sector han tenido la obligación de construir redes privadas para acceder al mismo,  para lo cual han invertido mucho dinero en su construcción y en tal sentido, no puede la accionante pretender conectarse de la misma sin el pago de la indemnización correspondiente. 

Manifestó que no entiende cómo el señor Luis Fernando Noreña efectuó la matrícula del servicio de energía, sin el permiso por escrito que exige la empresa prestadora, la cual reconoce que la red a la cual está conectada la matrícula del señor Noreña es privada. 
Aclaró que para la instalación del transformador en la red eléctrica de su propiedad, se acordó con el señor Luis Fernando Noreña el pago de una indemnización de $6.000.000 a fin de concederle permiso para la utilización de la misma, sin que hubiera cancelado el valor acordado y por lo tanto, se desinstalaron las redes. Por tal motivo, no es cierto que el predio de la actora haya gozado de la servidumbre, por cuanto el desmonte de las redes ocurrió en el año 2009.

Explicó las condiciones que se requieren para la instalación del servicio de energía reclamado, entre las que se observa que se necesita de la autorización para conexión desde el transformador de la señora Luz Mary Echeverry para reinstalar el que  en su momento había ubicado el señor Luis Fernando Noreña.
Consideró que no ha causado perjuicio alguno a la demandante, toda vez que el servicio de energía debe ser prestado por la empresa que brinda el fluido eléctrico que alimenta el medidor de la matrícula respectiva.

Dio a conocer que la decisión de la CHEC de suspender el servicio fue revocada por la misma entidad, mediante comunicación del 2 de junio de 2016.
Señaló que las accionantes cuentan con otros medios judiciales y que en la actualidad cursa una querella policiva por perturbación a la servidumbre en la inspección de policía de Santa Rosa de Cabal.  Así mismo, cuenta la actora con el proceso de imposición de servidumbre.  

Por lo tanto, solicitó despachar desfavorablemente las pretensiones de la accionante (Fls. 60-64).

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 17 de junio de 2016 del Juzgado  Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal  resolvió no tutelar los derechos fundamentales invocados por el accionante, argumentando la existencia de otros medios judiciales de defensa, como los trámites  adelantados ante la Fiscalía y en la Inspección de Policía de Santa Rosa de Cabal, haciendo hincapié en la existencia de otros mecanismos jurídicos, fuera de que consideró que la accionantes no aportaron prueba alguna del perjuicio irremediable que hubieran sufrido por falta de instalación del servicio eléctrico, ni demostraron su conexidad con algún derecho fundamental. Frente a las violaciones al debido proceso y derecho de petición, consideró que estos no fueron vulnerados por la entidad accionada (Fls. 69-74).
La señora María Gregoria Vásquez Correa se le notificó personalmente del contenido del fallo de la tutela mediante el 22 de junio de 2016 (folio 75).

5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación al fallo de primera instancia, el 22 de junio de 2016, la señora María Gregoria Vásquez Correa radicó un escrito en el juzgado de conocimiento en el que expresó su desacuerdo con el mismo, argumentando que no es cierto que la CHEC haya resuelto sus peticiones, toda vez que a la fecha no conoce respuesta de la entidad, la cual no aportó copia de la misma al despacho.  

Consideró que el derecho al debido proceso fue vulnerado por cuanto en momento alguno la CHEC le notificó la decisión de haberse revocado la suspensión del servicio de energía a la señora Echeverry Botero por incumplimiento del contrato de condiciones uniformes. 
Indicó que no se tuvo en cuenta la prueba documental en la que consta la declaración de cumplimiento del reglamento técnico de instalación eléctrica del 16 de marzo de 2016, suscrito por el señor Germán Alonso Londoño Pineda, técnico electricista acreditado por el Consejo de Técnicos Electricistas y presentado ante la CHEC.

Insistió que existe una cuenta oficial NO.561781624 en la CHEC del predio descrito, el cual siempre ha gozado de servidumbre de energía eléctrica desde el establecimiento de comercio denominado “Tarapacá” hasta el predio No.1 de la vereda San Juan de Santa Rosa de Cabal; por lo tanto, consideró que la CHEC es la única responsable de los perjuicios “morales” y económicos a la parte actora, más aun cuando el 11 de marzo de 2016 se consignó a dicha empresa la suma de $1.024.375 por concepto del servicio de energía eléctrica, sin que haya sido posible garantizar el mismo.
Por lo anterior, solicitó que se revoque la decisión de primera instancia y en su lugar, se tutelen los derechos fundamentales en el entendido de que se ordene a la CHEC que restablezca el servicio de energía eléctrica en un plazo de 48 horas, tal como se solicitó mediante derecho de petición. Así mismo, se ordene a la parte “accionada” que cumpla con lo solicitado por la CHEC de reinstalar el transformador y redes en las condiciones como se encontraban. (Fls. 78-87)

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Corresponde a este Tribunal determinar si la decisión tomada en primera instancia se sujetó a las normas legales y procedimentales que indican la improcedencia de la acción de tutela por existir otros medios judiciales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó una de las accionantes,

6.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4.  Así mismo,  resulta pertinente recordar la procedencia de la Acción Constitucional de Tutela, para lo cual, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha identificado seis causales específicas para declarar su improcedencia, y son las siguientes:

i)   
  Existencia de otro medio de defensa judicial. 
  

ii)
Existencia del Habeas Corpus. 
 

iii)
Protección de derechos colectivos.
  

iv)
Casos de daño consumado.
   

v)
Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto. 
   

vi)          A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el   incumplimiento del principio de inmediatez
; la tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria 
. 

Lo anterior, resulta importante identificarlo toda vez que debe recordarse que la acción de amparo, se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, toda vez que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, situación esta que obliga al juez constitucional a verificar si el medio ordinario, resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías de la accionante, con el fin de establecer la procedencia de la tutela. 

6.5.  DEL CASO EN CONCRETO

6.5.1.  Insistió la impugnante que acude a este mecanismo constitucional con el fin de que se amparen sus derechos fundamentales al debido proceso y petición vulnerados por la CHEC, toda vez que fue suspendido el servicio de energía eléctrica en el inmueble adquirido por la señora Martha Lucía Vásquez Correa, ubicado en el predio No.1 en la Vereda San Juan del municipio de Santa Rosa de Cabal, derecho del que venían beneficiándose a través del derecho de servidumbre desde el establecimiento de comercio denominado Tarapacá de propiedad de la señora Luz Mary Echeverry Botero, quien sin autorización ni aviso previo, desmontó la instalación del transformación y las redes de electricidad. 

6.5.2. De conformidad con las pruebas allegadas con la demanda de tutela y de la respuesta ofrecida por el representante de la CHEC, la Sala advierte que el lote de terreno donde las accionantes están solicitando que se restablezca el servicio de energía no tiene construcción alguna, pero tiene asignada la cuenta No.561781624 y para proceder a la reinstalación de las redes se requiere lo siguiente: “i) que la nueva edificación que sea construida cumpla los retiros de vía establecidos por la Ley 1228 de 2008, ya que el lote está al lado de una vía nacional; ii) que se obtenga la autorización para conexión desde el transformador de la señora LUZ MARY ECHEVERRY para reinstalar el transformador que en su momento instaló el señor Luis Fernando Noreña; iii) en su defecto se construya red de baja tensión desde el transformador CHEC identificado como C14298, el cual se encuentra aproximadamente a 45 metros del predio y alimenta la estación de servicio Tarapacá, pero la solicitante tendría que asumir el costo y gestionar los permisos o servidumbres para hincar postes y pasar por predios particulares; iv) asumir todos los costos relacionados con la instalación, construcción de redes, reinstalación de transformador, etc., y v) presentar la documentación para vinculación del servicio… (Folio 45)

6.5.3.  Pese a lo manifestado por el apoderado de la CHEC, la señora María Gregoria Vásquez Correa señaló que cuando su hermana, la señora Martha Lucía compró el lote de 3.300 mts2 ubicado en el predio No.1 en la Vereda San Juan del municipio de Santa Rosa de Cabal, se contaba igualmente con el servicio de energía eléctrica por la instalación de un transformador y sus redes desde el año 2008 identificado con el código C14918 y la cuenta 561781624 y que dicho inmueble fue adquirido con todas sus mejoras, usos, costumbre  y servidumbres activas y pasivas, la que según la actora incluía la servidumbre del servicio de energía eléctrica proveniente del establecimiento Tarapacá de propiedad de la señora Luz Mary Echeverry, quien sin previo aviso decidió desmontar las redes eléctricas de su establecimiento perjudicando a las accionantes, quienes el 11 de marzo de 2016 consignaron la suma de $1.024.375 en Davivienda (folio 15) con el fin de que la CHEC procediera a restablecer el servicio de energía en el Lote No.1 en mención y así continuar gozando del mismo, en las condiciones como venía suministrándose el mismo desde el año 2008.

6.5.4.  Enfrentadas así las partes, este Tribunal concluye que el debate suscitado tiene su génesis en un presunto consentimiento que hubo por parte de la señora Luz Mary Echeverry Botero para que los vecinos de su local comercial “Tarapacá” se beneficiaran del fluido eléctrico que se abastecía del transformador del cual era dueña, lo que significa que las actoras cuentan con otro mecanismo judicial para hacer valer sus derechos como es la “querella civil de policía por perturbación a la servidumbre” que actualmente cursa en la Inspección Municipal de Policía de Santa Rosa de Cabal, tal como se desprende de la constancia visible a folio 68, lo que hace improcedente la demanda de tutela, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991.
6.5.5.  En tal virtud, resulta importante tener en cuenta que sobre la imposición de una servidumbre, el Código Civil en su artículo 879 define este término como  “un gravamen impuesto sobre un predio, en utilidad de otro predio de distinto dueño”.  Ello quiere decir que esta es una especie de carga impuesta sobre una propiedad, en utilidad de otra propiedad con distinto dueño y entendiéndose así, el problema radica en que las actoras no pueden acceder al derecho de energía eléctrica mediante la servidumbre antes descrita, por la oposición de quien adquirió el transformador y sus redes. Al respecto, el Tribunal Constitucional indicó que mal podía invocarse la acción de tutela con el objeto de obtener el reconocimiento de un derecho de servidumbre, en la medida que los jueces constitucionales, no pueden imponerlas o liberar a los predios de estos gravámenes. En tal sentido, la jurisprudencia constitucional ha sido enfática en manifestar que por regla general, la acción de tutela es improcedente para dirimir los conflictos que se derivan con ocasión al derecho de servidumbre, como pasa a darse a conocer a continuación en un extracto de la sentencia T-801 de 2014:

“En lo referente a la acción de tutela, esta resulta improcedente, por regla general, para dirimir las disputas que se presenten en torno al derecho de servidumbre. Tal conflicto encuentra instancias judiciales específicas para su solución transitoria y definitiva. Para una atención transitoria en las autoridades de policía y para una definitiva en la jurisdicción civil. Son los jueces ordinarios, mediante el proceso abreviado, los que deciden finalmente todo lo relacionado con las servidumbres así como las indemnizaciones a las que hubiera lugar. Pero también ocurre que, en ocasiones, la discusión en torno a una servidumbre supera el marco del derecho civil, comprometiendo a su paso valores y derechos iusfundamentales que ameritan la intervención urgente del juez constitucional. (Negritas y subrayas propias).

De este modo, se reitera que por ser el presente caso una disputa meramente civil, no debe entrar la misma a la órbita del juez de tutela.  Sobre este tema ha señalado el Tribunal Constitucional:

“La administración de justicia tiene su cauce ordinario y se desajusta la recta disposición del aparato jurisdiccional cuando se pretende ventilar todos los procesos por la vía de la tutela, porque de este modo una pretensión que puede ser válida, se agota por inadecuada, y entonces la mora es mayor y además se entorpece el normal funcionamiento de la justicia.

“Invocar problemas que atañen a la jurisdicción ordinaria por medio de la tutela, no solo perjudica al peticionario sino que implica desconocer el artículo 95 superior que impone el deber a todo ciudadano y persona en general de colaborar con la justicia. Ahora bien, una de las maneras de colaborar con la justicia es acudir oportunamente y por la vía adecuada ante ella, con lo cual se garantiza el recto funcionamiento del Estado en la aplicación de la justicia”. (Sent. T-133A de marzo 24 de 1995).

Igualmente expresó la Corte : “…la acción de tutela no ha sido consagrada para provocar la iniciación de procesos alternativos o sustitutivos de los ordinarios o especiales, ni para modificar las reglas que fijan los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni para crear instancias adicionales a las existentes, ni para otorgar a los litigantes la opción de rescatar pleitos ya perdidos, sino que tiene el propósito claro y definido, estricto y específico, que el propio artículo 86 de la Constitución indica, que no es otro diferente que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurarle el respeto efectivo de los derechos fundamentales que la Carta reconoce”. (T-001 del 3 de abril de 1992).

 “No obstante, la Sala coincide con el A quo en que la acción de tutela es improcedente por cuanto existe otro medio de defensa judicial al alcance del accionante para reclamar lo pretendido y en tal sentido, no se reúne el principio de subsidiaridad. Se ha entendido asimismo que el excepcional mecanismo de amparo no puede entrar a reemplazar los procedimientos ordinarios de defensa instituidos para reparar posibles agravios a los derechos fundamentales, en la medida en que fue concebido para suplir la ausencia de éstos y no para resquebrajar los ya existentes”. Se ha entendido asimismo que el excepcional mecanismo de amparo no puede entrar a reemplazar los procedimientos ordinarios de defensa instituidos para reparar posibles agravios a los derechos fundamentales, en la medida en que fue concebido para suplir la ausencia de éstos y no para resquebrajar los ya existentes.
(Subrayas nuestras)
6.5.6.  Aunado a lo anterior, la impugnante no llevó al juez de tutela al convencimiento de estar frente a un perjuicio inminente como para que proceda el amparo de manera transitoria, si se tiene en cuenta que el servicio de energía estaba suspendido por la falta de pago por parte del anterior dueño. En tal sentido, se insiste en la ausencia de acreditación por parte de las actoras de encontrarse frente a un daño irremediable por la ausencia del servicio que reclaman sobre un lote, que no se encuentra construido.  En lo que tiene que ver con los elementos que configuran el perjuicio irremediable, la Corte Constitucional ha indicado que se deben probar los siguientes:
“Para determinar la irremediabilidad del perjuicio hay que tener en cuenta la presencia concurrente de varios elementos que configuran su estructura, como la inminencia, que exige medidas inmediatas, la urgencia que tiene el sujeto de derecho por salir de ese perjuicio inminente, y la gravedad de los hechos, que hace evidente la impostergabilidad de la tutela como mecanismo necesario para la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales. La concurrencia de los elementos mencionados pone de relieve la necesidad de considerar la situación fáctica que legitima la acción de tutela, como mecanismo transitorio y como medida precautelativa para garantizar la protección de los derechos fund
 amentales que se lesionan o que se encuentran amenazados. Con respecto al término "amenaza" es conveniente manifestar que no se trata de la simple posibilidad de lesión, sino de la probabilidad de sufrir un mal irreparable y grave de manera injustificada. La amenaza requiere un mínimo de evidencia fáctica, de suerte que sea razonable pensar en la realización del daño o menoscabo material o moral.

(…) De acuerdo con lo que se ha esbozado sobre el perjuicio irremediable, se deduce que hay ocasiones en que de continuar las circunstancias de hecho en que se encuentra una persona, es inminente e inevitable la destrucción grave de un bien jurídicamente protegido, de manera que urge la protección inmediata e impostergable por parte del Estado ya en forma directa o como mecanismo transitorio (…)”

En el presente asunto, no se avizora la existencia de un perjuicio de carácter irremediable para que por vía de tutela sean amparadas las garantías que consideran vulneradas las accionantes, pues al revisar los elementos esenciales inminencia, urgencia y la gravedad de los hechos frente al caso en concreto y las pruebas arrimadas al proceso, se desprende que ninguno de estos se satisface, máxime que el desmonte del transformador y de sus redes eléctricas que reclaman para restablecer el servicio de energía fue realizado por la señora Luz Mary Echeverry Botero desde el año 2009, lo cual hace improcedente el amparo solicitado por una causal adicional, como lo es la falta de inmediatez.
Por lo anterior, y en concordancia con los argumentos esbozados por el fallador de primera instancia, este despacho confirmará completamente el fallo proferido el 17 de junio de 2016 por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal. 

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 17 de junio de 2016 por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, dentro de la acción de tutela instaurada por las señoras María Gregoria Vásquez Correa y Martha Lucía Vásquez Correa en contra de la CHEC y Luz Mary Echeverry Botero. 

SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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